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H. TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA 

El veinticuatro de octubre de dos mil veintidós, los Magistrados de la 

Segunda Sala del Primer Circuito Judicial en el Estado de Morelos, la Maestra en 

Derecho GUILLERMINA JIMÉNEZ SERAFÍN, Integrante y Ponente en el 
presente asunto; Maestra MARÍA DEL CARMEN AQUINO CELIS, Integrante; y el 

Maestro en Derecho CARLOS IVÁN ARENAS ÁNGELES, Presidente; toman 
conocimiento de los autos del toca penal oral 250/2022-15-OP, en términos de lo 

dispuesto por los artículos 131 y 135 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, 

concatenados a los diversos arábigos 457 y 470 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales.-CONSTE.- 

 
 
 
 

Cuernavaca, Morelos; a veinticuatro de octubre de 

dos mil veintidós. 

Visto el contenido de la autentificación que antecede, se 

tiene por recibida la cedula de turno que remite la Secretaría 

General de Acuerdos del H. Tribunal Superior de Justicia del Estado, 

para la substanciación del recurso de APELACIÓN definido por el 

artículo 1311 del Código Nacional de Procedimientos Penales que ha 

sido interpuesto por el imputado 

[No.1]_ELIMINADO_Nombre_del_Imputado_acusado_sente

nciado_procesado_inculpado_[4], en contra de la resolución de 

fecha siete de julio de dos mil veintidós, en la cual se 

determinó no brindar el auxilio judicial solicitado por la 

defensa, por el Juez de Especializado de Control del Único Distrito 

Judicial del Estado con sede en Xochitepec, Morelos, Alejandro 

Becerra Arroyo, en la causa penal JC/374/2022, la cual se sigue 

en contra de 

[No.2]_ELIMINADO_Nombre_del_Imputado_acusado_sente

nciado_procesado_inculpado_[4], por el delito de 

VIOLACIÓN, cometido en agravio de la víctima de iniciales 

reservadas 

[No.3]_ELIMINADO_Nombre_de_la_víctima_ofendido_[14] 

 

Anexándose por igual, dos juegos de copias autorizadas de 

las actuaciones practicadas en la carpeta señalada y un escrito 

original de agravios del imputado 

[No.4]_ELIMINADO_Nombre_del_Imputado_acusado_sente

                                                 
1  Artículo 131. Apelación El recurso de apelación se interpondrá dentro de los tres días siguientes a 
la notificación del auto o resolución que se impugna y tiene por objeto que el tribunal de alzada 
revise la legalidad de la resolución impugnada, a fin de confirmarla, modificarla o revocarla. 
 



 

 

nciado_procesado_inculpado_[4], como parte inconforme; un 

escrito de réplica de agravios expuesta por el defensor público del 

sentenciado y un DVD por triplicado. 

 

Regístrese en el Libro de Gobierno bajo el número 

250/2022-15-OP. 

ANÁLISIS DE LA NATURALEZA DE LA IMPUGNACIÓN 

 

Acorde a la naturaleza de la determinación impugnada, así 

como de las constancias que integran la carpeta ya identificada, 

enviadas para el trámite del recurso de apelación interpuesto por el 

imputado 

[No.5]_ELIMINADO_Nombre_del_Imputado_acusado_sente

nciado_procesado_inculpado_[4], se ha ordenado formar el 

presente toca para substanciar el medio de impugnación 

deducido en contra de la determinación jurisdiccional anteriormente 

precisada. 

 

Acorde a las circunstancias particulares advertidas en la 

causa y, conforme a los principios que rigen el sistema acusatorio 

adversarial como garante de la armonía social en un marco de 

respeto a los derechos fundamentales de las personas, en los que 

por igual, no se exime del cumplimiento de los requisitos impuestos 

por los artículos 1°2, 163 y 174 Constitucionales, dentro de los 

                                                 
2 Artículo 1°.-  En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en 
esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías 
para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que 
esta Constitución establece.  
Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados 
internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.  
Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y 
garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 
progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los 
derechos humanos, en los términos que establezca la ley.  
Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del extranjero que entren al territorio 
nacional alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la protección de las leyes.  
Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la 
condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier 
otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las 
personas. 
 
3 Artículo 16.- Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de 
mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento.  
Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, al acceso, rectificación y cancelación de los 
mismos, así como a manifestar su oposición, en los términos que fije la ley, la cual establecerá los supuestos de 
excepción a los principios que rijan el tratamiento de datos, por razones de seguridad nacional, disposiciones de orden 
público, seguridad y salud públicas o para proteger los derechos de terceros.  
No podrá librarse orden de aprehensión sino por la autoridad judicial y sin que preceda denuncia o querella de un 
hecho que la ley señale como delito, sancionado con pena privativa de libertad y obren datos que establezcan que se 
ha cometido ese hecho y que exista la probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó en su comisión.  
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cuales, en efecto, opera el principio de acceso a la justicia de 

manera expedita, sin condición u obstáculo alguno; empero, no 

                                                                                                                                  
Párrafo reformado DOF 01-06-2009. Fe de erratas DOF 25-06-2009 La autoridad que ejecute una orden judicial de 
aprehensión, deberá poner al inculpado a disposición del juez, sin dilación alguna y bajo su más estricta 
responsabilidad. La contravención a lo anterior será sancionada por la ley penal.  
La autoridad que ejecute una orden judicial de aprehensión, deberá poner al inculpado a disposición del juez, sin 
dilación alguna y bajo su más estricta responsabilidad. La contravención a lo anterior será sancionada por la ley penal.  
Cualquier persona puede detener al indiciado en el momento en que esté cometiendo un delito o inmediatamente 
después de haberlo cometido, poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad más cercana y ésta con la misma 
prontitud, a la del Ministerio Público. Existirá un registro inmediato de la detención.  
 
Sólo en casos urgentes, cuando se trate de delito grave así calificado por la ley y ante el riesgo fundado de que el 
indiciado pueda sustraerse a la acción de la justicia, siempre y cuando no se pueda ocurrir ante la autoridad judicial por 
razón de la hora, lugar o circunstancia, el Ministerio Público podrá, bajo su responsabilidad, ordenar su detención, 
fundando y expresando los indicios que motiven su proceder.  
En casos de urgencia o flagrancia, el juez que reciba la consignación del detenido deberá inmediatamente ratificar la 
detención o decretar la libertad con las reservas de ley.  
La autoridad judicial, a petición del Ministerio Público y tratándose de delitos de delincuencia organizada, podrá 
decretar el arraigo de una persona, con las modalidades de lugar y tiempo que la ley señale, sin que pueda exceder de 
cuarenta días, siempre que sea necesario para el éxito de la investigación, la protección de personas o bienes jurídicos, 
o cuando exista riesgo fundado de que el inculpado se sustraiga a la acción de la justicia. Este plazo podrá prorrogarse, 
siempre y cuando el Ministerio Público acredite que subsisten las causas que le dieron origen. En todo caso, la duración 
total del arraigo no podrá exceder los ochenta días.  
Por delincuencia organizada se entiende una organización de hecho de tres o más personas, para cometer delitos en 
forma permanente o reiterada, en los términos de la ley de la materia.  
Ningún indiciado podrá ser retenido por el Ministerio Público por más de cuarenta y ocho horas, plazo en que deberá 
ordenarse su libertad o ponérsele a disposición de la autoridad judicial; este plazo podrá duplicarse en aquellos casos 
que la ley prevea como delincuencia organizada. Todo abuso a lo anteriormente dispuesto será sancionado por la ley 
penal.  
En toda orden de cateo, que sólo la autoridad judicial podrá expedir, a solicitud del Ministerio Público, se expresará el 
lugar que ha de inspeccionarse, la persona o personas que hayan de aprehenderse y los objetos que se buscan, a lo 
que únicamente debe limitarse la diligencia, levantándose al concluirla, un acta circunstanciada, en presencia de dos 
testigos propuestos por el ocupante del lugar cateado o en su ausencia o negativa, por la autoridad que practique la 
diligencia.  
Las comunicaciones privadas son inviolables. La ley sancionará penalmente cualquier acto que atente contra la libertad 
y privacía de las mismas, excepto cuando sean aportadas de forma voluntaria por alguno de los particulares que 
participen en ellas. El juez valorará el alcance de éstas, siempre y cuando contengan información relacionada con la 
comisión de un delito. En ningún caso se admitirán comunicaciones que violen el deber de confidencialidad que 
establezca la ley.  
Exclusivamente la autoridad judicial federal, a petición de la autoridad federal que faculte la ley o del titular del 
Ministerio Público de la entidad federativa correspondiente, podrá autorizar la intervención de cualquier comunicación 
privada. Para ello, la autoridad competente deberá fundar y motivar las causas legales de la solicitud, expresando 
además, el tipo de intervención, los sujetos de la misma y su duración. La autoridad judicial federal no podrá otorgar 
estas autorizaciones cuando se trate de materias de carácter electoral, fiscal, mercantil, civil, laboral o administrativo, 
ni en el caso de las comunicaciones del detenido con su defensor. Los Poderes Judiciales contarán con jueces DE 
EJECUCIÓN DE SANCIONES que resolverán, en forma inmediata, y por cualquier medio, las solicitudes de medidas 
cautelares, providencias precautorias y técnicas de investigación de la autoridad, que requieran control judicial, 
garantizando los derechos de los indiciados y de las víctimas u ofendidos. Deberá existir un registro fehaciente de 
todas las comunicaciones entre jueces y Ministerio Público y demás autoridades competentes.  
Los Poderes Judiciales contarán con jueces DE EJECUCIÓN DE SANCIONES que resolverán, en forma inmediata, y por 
cualquier medio, las solicitudes de medidas cautelares, providencias precautorias y técnicas de investigación de la 
autoridad, que requieran control judicial, garantizando los derechos de los indiciados y de las víctimas u ofendidos. 
Deberá existir un registro fehaciente de todas las comunicaciones entre jueces y Ministerio Público y demás 
autoridades competentes.  
Las intervenciones autorizadas se ajustarán a los requisitos y límites previstos en las leyes. Los resultados de las 
intervenciones que no cumplan con éstos, carecerán de todo valor probatorio.  
La autoridad administrativa podrá practicar visitas domiciliarias únicamente para cerciorarse de que se han cumplido 
los reglamentos sanitarios y de policía; y exigir la exhibición de los libros y papeles indispensables para comprobar que 
se han acatado las disposiciones fiscales, sujetándose en estos casos, a las leyes respectivas y a las formalidades 
prescritas para los cateos.  
La correspondencia que bajo cubierta circule por las estafetas estará libre de todo registro, y su violación será penada 
por la ley.  
En tiempo de paz ningún miembro del Ejército podrá alojarse en casa particular contra la voluntad del dueño, ni 
imponer prestación alguna. En tiempo de guerra los militares podrán exigir alojamiento, bagajes, alimentos y otras 
prestaciones, en los términos que establezca la ley marcial correspondiente.  

 
4 Artículo 17.- Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer violencia para reclamar su derecho.  
Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en 
los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su 
servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales.  
El Congreso de la Unión expedirá las leyes que regulen las acciones colectivas. Tales leyes determinarán las 
materias de aplicación, los procedimientos judiciales y los mecanismos de reparación del daño. Los jueces federales 
conocerán de forma exclusiva sobre estos procedimientos y mecanismos.  
Las leyes preverán mecanismos alternativos de solución de controversias. En la materia penal regularán su 
aplicación, asegurarán la reparación del daño y establecerán los casos en los que se requerirá supervisión judicial.  
Las sentencias que pongan fin a los procedimientos orales deberán ser explicadas en audiencia pública previa 
citación de las partes.  
Las leyes federales y locales establecerán los medios necesarios para que se garantice la independencia de los 
tribunales y la plena ejecución de sus resoluciones.  
La Federación, los Estados y el Distrito Federal garantizarán la existencia de un servicio de defensoría pública de 
calidad para la población y asegurarán las condiciones para un servicio profesional de carrera para los defensores. 
Las percepciones de los defensores no podrán ser inferiores a las que correspondan a los agentes del Ministerio 
Público.  
Nadie puede ser aprisionado por deudas de carácter puramente civil.  
 



 

 

menos cierto es, que resultaría contrario al principio del debido 

proceso, dejar de advertir en una interpretación armónica de las 

normas contenidas en los artículos 4705 del Código Nacional de 

Procedimientos Penales, lo que se realiza de la siguiente manera: 

Así, por cuestión de método y para advertir la 

idoneidad del recurso planteado por el recurrente 

[No.6]_ELIMINADO_Nombre_del_Imputado_acusado_sen

tenciado_procesado_inculpado_[4], esta Sala analizará el 

presente asunto, para satisfacer los derechos fundamentales de 

tutela judicial efectiva y a contar con un recurso judicial sencillo y 

rápido, consagrados en los artículos 17, segundo párrafo, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 25 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, que lleva 

inmersa la lógica de que el recurso o medio ordinario de defensa 

que proceda contra el acto de autoridad que el gobernado estima 

lesivo de sus derechos, debe satisfacer los siguientes requisitos: 

 

I. Idoneidad. Debe ser capaz de modificar, revocar o 

nulificar el acto reclamado. 

II. Eficacia. Dependiendo de la naturaleza del acto 

que se pretende impugnar, debe: 

1. Permitir al gobernado el despliegue pleno de su 

derecho de defensa. 

2. Regularse un procedimiento que impida la 

consumación irreparable, en los derechos del gobernado, de los 

efectos que produce el acto de autoridad. 

 

Por lo que, si el recurso o medio ordinario de defensa 

previsto en la legislación procesal no satisface cualquiera de los 

anteriores requisitos, no será procedente el estudio del mismo. 

                                                 
5 Artículo 470.- Inadmisibilidad del recurso  
El Tribunal de alzada declarará inadmisible el recurso cuando:  
I. Haya sido interpuesto fuera del plazo;  
II. Se deduzca en contra de resolución que no sea impugnable por medio de apelación;  
III. Lo interponga persona no legitimada para ello, o  
IV. El escrito de interposición carezca de fundamentos de agravio o de peticiones concretas. 
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Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos ha manifestado que el derecho a un recurso sencillo, 

rápido y efectivo ante los Jueces o Tribunales Nacionales 

competentes es una garantía judicial fundamental mucho más 

importante de lo que uno pueda prima facie suponer, y que jamás 

puede ser minimizada. Constituye, en última instancia, uno de los 

pilares básicos no sólo de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, como del propio Estado de derecho en una 

sociedad democrática (en el sentido de la Convención).  

De acuerdo a los principios del derecho internacional 

generalmente reconocidos, los recursos judiciales deben existir no 

sólo formalmente, sino que deben ser efectivos y adecuados. En 

este sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos 

considera que recursos adecuados significa que la función de esos 

recursos, dentro del sistema de derecho interno, sea idónea para 

proteger la situación jurídica infringida. En todos los 

ordenamientos existen múltiples recursos, pero no todos son 

aplicables en todas las circunstancias. Si, en un caso específico, el 

recurso no es adecuado es obvio que no hay que agotarlo.  

 

Así lo indica el principio de que la norma está 

encaminada a producir un efecto y no puede interpretarse en el 

sentido que no produzca ninguno o su resultado sea 

manifiestamente absurdo o irrazonable, un recurso debe ser, 

además, eficaz, es decir, capaz de producir el resultado para el 

que ha sido concebido’. 

 

Con base en las anteriores consideraciones, no sería 

atinado que el recurrente ante la mera presentación de la 

apelación deba resolverse dicho recurso, aún y cuando no sea 

idóneo, sabiendo que su trámite y resolución no podría tener como 

resultado protegerlo de los derechos fundamentales que estima 

violados. En la especie, nos encontramos ante un acto 

jurisdiccional respecto del cual se determinó no brindar el auxilio 



 

 

judicial, razón por la cual, se relaciona con la negativa del 

Ministerio Público en la etapa de investigación complementaria de 

permitir actos de investigación y acceso a los antecedentes de 

investigación a favor de la defensa técnica, por lo que es preciso 

hacer algunas consideraciones respecto de dicha fase del 

procedimiento penal. 

 

Para tal efecto, se traen a colación las siguientes 

deferencias, la etapa de investigación tiene por objeto determinar 

si hay fundamento para iniciar un proceso penal, mediante la 

obtención de datos de prueba que permitan sustentar la acusación 

y garantizar la defensa del indiciado. Por tanto, cuando el 

Ministerio Público tenga conocimiento de un hecho que pudiera ser 

constitutivo de delito, deberá promover y dirigir una investigación 

dentro de la que realizará las diligencias que considere 

conducentes para el esclarecimiento de los hechos, las cuales 

deberán quedar registradas en la carpeta de investigación que 

para el efecto se integre. 

 

Como se desprende del artículo 19 de la Norma 

Suprema, a petición del Ministerio Público, el Juez de Control 

podrá imponer las medidas cautelares que considere pertinentes y 

resolverá sobre la vinculación a proceso dentro de la misma 

audiencia inicial o en su continuación dentro de los plazos 

constitucionales. 

 

Así, el Juez de control podrá decretar auto de 

vinculación a proceso si considera que existen datos de prueba 

para establecer que se ha cometido un hecho que la ley señala 

como delito y que existe la probabilidad de que el imputado lo 

cometió o participó en su comisión. Además, en este acto, el Juez 

de Control deberá fijar fecha para la audiencia de cierre de la 

investigación, tomando en consideración la naturaleza de los 

hechos atribuidos y la complejidad de la misma. 
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Expuesto lo anterior, debe también señalarse que, una 

vez solicitada la etapa de investigación complementaria, el 

Ministerio Público en términos del artículo 219 del Código Nacional 

de Procedimientos Penales, tiene la obligación de permitirle el 

acceso de los registros a la Defensa del imputado, y ante su 

negativa a permitir el acceso a los registros o a la obtención de las 

copias, podrán acudir ante el Juez de control para que resuelva lo 

conducente, tal como se encuentra establecido en los siguientes 

términos: 

Artículo 219. Acceso a los registros y la audiencia 
inicial  
Una vez convocados a la audiencia inicial, el imputado y su 
Defensor tienen derecho a consultar los registros de la 
investigación y a obtener copia, con la oportunidad debida 
para preparar la defensa. En caso que el Ministerio 
Público se niegue a permitir el acceso a los 
registros o a la obtención de las copias, podrán 
acudir ante el Juez de control para que resuelva lo 
conducente.  

 

Lo cual aconteció, mediante audiencia de siete de julio 

de dos mil veintidós, sin embargo, el Juez de Especializado de 

Control del Único Distrito Judicial del Estado con sede en 

Xochitepec, Morelos, Alejandro Becerra Arroyo, determinó no 

brindar el auxilio judicial, toda vez que, a su criterio era inoperante 

su petición, de conformidad con los razonamientos y fundamentos 

de derecho vertidos en dicha audiencia, por lo que dejó a salvo los 

derechos de la Defensa, para desarrollar su prueba pericial en los 

términos de última oportunidad que establece el Código Nacional 

de Procedimientos Penales. 

 

Ante dicha negativa, el imputado 

[No.7]_ELIMINADO_Nombre_del_Imputado_acusado_sen

tenciado_procesado_inculpado_[4], interpuso recurso de 

apelación, sin embargo, dicha determinación no se encuentra 

dentro de las resoluciones dictadas por el Juez de Control que son 



 

 

apelables, tal como se desprende del artículo 467 del Código 

Nacional de Procedimientos Penales, el cual establece lo siguiente: 

 

Artículo 467. Resoluciones del Juez de control 
apelables  
Serán apelables las siguientes resoluciones emitidas por el 
Juez de control:  
I. Las que nieguen el anticipo de prueba;  
II. Las que nieguen la posibilidad de celebrar acuerdos 
reparatorios o no los ratifiquen;  
III. La negativa o cancelación de orden de aprehensión;  
IV. La negativa de orden de cateo;  
V. Las que se pronuncien sobre las providencias 
precautorias o medidas cautelares;  
VI. Las que pongan término al procedimiento o lo 
suspendan;  
VII. El auto que resuelve la vinculación del imputado a 
proceso;  
VIII. Las que concedan, nieguen o revoquen la 
suspensión condicional del proceso;  
IX. La negativa de abrir el procedimiento abreviado;  
X. La sentencia definitiva dictada en el procedimiento 
abreviado, o  
XI. Las que excluyan algún medio de prueba. 

 

Razón por la cual, la presentación de un recurso inútil 

es obstaculizar el acceso a un medio de garantía efectivo, lo 

anterior, porque la participación de las partes debe guardar 

armonía con el debido proceso penal, en convergencia con los 

derechos humanos de defensa y presunción de inocencia de los 

imputados, como principios rectores del garantismo penal, el cual 

es una herramienta para analizar la igualdad entre los derechos de 

las víctimas, ofendidos e imputados. 

 

Esa igualdad, de índole procesal, implica la posibilidad 

de hacer valer sus respectivos intereses con similitud de armas 

jurídicas, siempre y cuando no conduzca al desconocimiento de las 

directrices fundamentales del procedimiento penal moderno, 

entendido como un conflicto entre el Estado y el justiciable. El 

primero, ejerce la acción penal por conducto del Ministerio Público, 

quien además de ser perito en derecho, cuenta con los medios 

suficientes para allegar las pruebas necesarias para esclarecer lo 
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sucedido, correspondiéndole al juez, como ente imparcial, decidir 

lo conducente. 

 

Bajo esa óptica, la legitimación de las víctimas u 

ofendidos para interponer un recurso ordinario de apelación contra 

una resolución emitida en un proceso penal, no conlleva la 

posibilidad de que el tribunal de alzada supla en favor -en este 

caso- del imputado, respecto de la idoneidad del recurso, pues esa 

suplencia haría que el órgano jurisdiccional asuma una función que 

constitucionalmente no le corresponde, al obligarlo a desempeñar 

un papel activo en favor del poder punitivo estatal, pues ello sería 

en detrimento del justiciable. 

 

Dado que los recursos, son medios de impugnación 

ordinaria, en el caso concreto, el artículo 467 del Código Nacional 

de Procedimientos Penales, contempla que determinaciones 

emitidas por el Juez de Control, podrán combatirse con el empleo 

de medios ordinarios de defensa; por lo que, una vez realizado el 

análisis que antecede, se advierte, que la resolución que el Juez 

de control dicte respecto de no brindar el auxilio judicial, no se 

encuentran dentro de las resoluciones del Juez de Control, que 

pueden ser apelables, de conformidad con el artículo 467 del 

Código Nacional de Procedimientos Penales, en estos casos no 

admitirá recurso alguno, razón por la cual este Cuerpo Colegiado, 

estima que, el recurso de apelación interpuesto por el imputado 

[No.8]_ELIMINADO_Nombre_del_Imputado_acusado_sen

tenciado_procesado_inculpado_[4], no es idóneo. 

 

Sin que sea válido afirmar que se violenta el derecho 

de acceso a una tutela judicial efectiva, pues tal circunstancia no 

tiene el alcance de soslayar los presupuestos procesales 

necesarios para la procedencia de las vías jurisdiccionales que los 

gobernados tengan a su alcance como el de la observancia del 

principio de definitiva pues tal proceder equivaldría a que los 



 

 

tribunales dejarán de observar los demás principios 

constitucionales y legales que rigen su función jurisdiccional 

provocando con ello un estado de incertidumbre en los 

destinatarios de esa función pues se desconocería la forma de 

proceder de sus órganos además de trastocarse las condiciones 

procesales de las partes en el juicio. Ilustra lo anterior, la siguiente 

jurisprudencia que dispone: 

 

Registro digital: 2007621 
Instancia: Segunda Sala 
Décima Época 
Materias(s): Constitucional 
Tesis: 2a./J. 98/2014 (10a.) 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 
Libro 11, Octubre de 2014, Tomo I, página 909 
Tipo: Jurisprudencia 
 
DERECHO DE ACCESO A LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA. 
SU APLICACIÓN RESPECTO DE LOS PRESUPUESTOS 
PROCESALES QUE RIGEN LA FUNCIÓN JURISDICCIONAL. 
 
Si bien los artículos 1o. y 17 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, así como el diverso 25 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
reconocen el derecho de acceso a la impartición de justicia 
-acceso a una tutela judicial efectiva-, lo cierto es que tal 
circunstancia no tiene el alcance de soslayar los 
presupuestos procesales necesarios para la procedencia de 
las vías jurisdiccionales que los gobernados tengan a su 
alcance, pues tal proceder equivaldría a que los Tribunales 
dejaran de observar los demás principios constitucionales y 
legales que rigen su función jurisdiccional, provocando con 
ello un estado de incertidumbre en los destinatarios de esa 
función, pues se desconocería la forma de proceder de 
esos órganos, además de trastocarse las condiciones 
procesales de las partes en el juicio. 
 
Amparo directo en revisión 1131/2012. Anastacio Zaragoza 
Rojas y otros. 5 de septiembre de 2012. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ausente: 
Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Sergio Salvador 
Aguirre Anguiano. Secretario: Juan José Ruiz Carreón. 
 
Amparo directo en revisión 4066/2013. José Luis Sánchez 
Carreón. 22 de enero de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
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Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Enrique Sumuano Cancino. 
 
Amparo directo en revisión 1168/2014. Chileros, S. de P.R. 
de R.L. 14 de mayo de 2014. Unanimidad de cuatro votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Luis María Aguilar Morales. Ausente: Sergio A. Valls 
Hernández. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: 
Jorge Antonio Medina Gaona. 
 
Amparo directo en revisión 1769/2014. María Remedios 
Díaz Oliva. 13 de agosto de 2014. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Luis María Aguilar Morales. Ausente: Sergio A. Valls 
Hernández. Ponente: Luis María Aguilar Morales. 
Secretario: Aurelio Damián Magaña. 
 
Amparo directo en revisión 2278/2014. TV Azteca, S.A.B. 
de C.V. 27 de agosto de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Luis María Aguilar Morales; votó con salvedad 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero. 

 

Si bien, los órganos jurisdiccionales se encuentran 

obligados a ejercer control de convencionalidad y a buscar la 

protección más amplia, lo cierto es que tales aspectos, por sí 

mismos, son insuficientes para que se advierta una violación a sus 

derechos fundamentales, ya que es necesario, en primer lugar, 

que la recurrente exponga en qué consistió la omisión del a quo, o 

qué elementos aportados fueron desatendidos, y en segundo 

lugar, es necesario que se verifiquen los supuestos establecidos en 

la ley que permitan el inicio de un proceso o recurso, ya que las 

formalidades procesales son la vía que hace posible arribar a una 

adecuada resolución, ya que estimar lo contrario significaría 

modificar el régimen establecido por la Constitución General de la 

República, respecto de la procedencia del mencionado medio de 

impugnación, declarando procedente lo improcedente y atentando 

contra la seguridad jurídica, especialmente en un proceso de 

estricto derecho, como lo es en la materia mercantil. 

 



 

 

Además, cabe mencionar que el principio 

interpretativo pro persona, previsto en el artículo 1º de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, obliga a las 

autoridades a interpretar las normas relativas a los derechos 

humanos, conforme a la Constitución y a los tratados 

internacionales de la materia, otorgando a las personas, en todo 

momento, la protección más amplia. 

 

Es decir, el principio pro persona es la obligación de 

analizar el contenido y alcance de los derechos humanos cuando 

se está ante la existencia de dos normas que regulan o restringen 

un derecho de manera diversa, a efecto de elegir la interpretación 

o instrumento que otorgue la mayor protección. Dicho de otra 

manera, ante la existencia de varias posibles soluciones a un 

mismo problema, se obliga a optar por aquella que protege en 

términos más amplios. En consecuencia, la utilización de este 

principio, por sí mismo, no puede ser invocado como 

fundamento para ignorar el cumplimiento de las vías, 

etapas y procedimientos establecidos en los códigos 

adjetivos de las diferentes materias. Sirve de apoyo a lo 

anterior, el siguiente criterio: 

 

Registro digital: 2005717 
Instancia: Primera Sala 
Décima Época 
Materias(s): Constitucional 
Tesis: 1a./J. 10/2014 (10a.) 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 
Libro 3, Febrero de 2014, Tomo I, página 487 
Tipo: Jurisprudencia 
 
PRINCIPIO PRO PERSONA Y RECURSO EFECTIVO. EL 
GOBERNADO NO ESTÁ EXIMIDO DE RESPETAR LOS 
REQUISITOS DE PROCEDENCIA PREVISTOS EN LAS LEYES 
PARA INTERPONER UN MEDIO DE DEFENSA. 
 
Si bien la reforma al artículo 1o. de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, de 10 de junio de 2011, 
implicó la modificación del sistema jurídico mexicano para 
incorporar el denominado principio pro persona, el cual 
consiste en brindar la protección más amplia al gobernado, 
así como los tratados internacionales en materia de 
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derechos humanos, entre ellos el derecho a un recurso 
efectivo, previsto en el artículo 25 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, ello no significa que 
en cualquier caso el órgano jurisdiccional deba resolver el 
fondo del asunto, sin que importe la verificación de los 
requisitos de procedencia previstos en las leyes nacionales 
para la interposición de cualquier medio de defensa, ya 
que las formalidades procesales son la vía que hace 
posible arribar a una adecuada resolución, por lo que tales 
aspectos, por sí mismos, son insuficientes para declarar 
procedente lo improcedente. 
 
Amparo directo en revisión 3103/2012. Centro Mexicano 
para la Defensa del Medio Ambiente, A.C. 28 de noviembre 
de 2012. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz 
Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
Recurso de reclamación 424/2013. Alejandro Moreno 
Morales. 10 de julio de 2013. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro 
Castañón Ramírez. 
 
Recurso de reclamación 456/2013. Manufacturas Kaltex, 
S.A. de C.V. 28 de agosto de 2013. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Alejandro Castañón Ramírez. 
Recurso de reclamación 438/2013. Vidriera Monterrey, S.A. 
de C.V. 4 de septiembre de 2013. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretario: Octavio Joel Flores Díaz. 
 
Amparo directo en revisión 279/2013. Urzuamex, S.A. de 
C.V. 4 de septiembre de 2013. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Ignacio Valdés Barreiro. 
 
Tesis de jurisprudencia 10/2014 (10a.). Aprobada por la 
Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha 
siete de febrero de dos mil catorce. 

 



 

 

En razón, de las anteriores consideraciones y con 

fundamento en el artículo 470 fracción II del Código Nacional de 

Procedimientos Penales, el cual establece: 

 

Artículo 470. Inadmisibilidad del recurso  
El Tribunal de alzada declarará inadmisible el recurso 
cuando:  
I. Haya sido interpuesto fuera del plazo;  
II. Se deduzca en contra de resolución que no 
sea impugnable por medio de apelación;  
III. Lo interponga persona no legitimada para ello, o  
IV. El escrito de interposición carezca de fundamentos 
de agravio o de peticiones concretas. 

 

Sin que pase desapercibido, para este Cuerpo 

Colegiado, que el Juez de Especializado de Control del Único 

Distrito Judicial del Estado con sede en Xochitepec, Morelos, 

Alejandro Becerra Arroyo, dentro del cumplimiento de sus 

funciones, debió resolver lo conducente al auxilio judicial 

solicitado por la Defensa del imputado, observando las 

formalidades esenciales del procedimiento, advirtiendo los 

fundamentos de derecho y la adecuada motivación, para fundar su 

determinación, en términos del artículo 219 del Código Nacional de 

Procedimientos Penales. 

 

Respecto del recurso de apelación interpuesto por el 

imputado 

[No.9]_ELIMINADO_Nombre_del_Imputado_acusado_sen

tenciado_procesado_inculpado_[4], en contra de la 

resolución de fecha siete de julio de dos mil veintidós, en la 

cual se determinó no brindar el auxilio judicial solicitado 

por la defensa, por el Juez de Especializado de Control del Único 

Distrito Judicial del Estado con sede en Xochitepec, Morelos, 

Alejandro Becerra Arroyo, en la causa penal JC/374/2022, la 

cual se sigue en contra de 

[No.10]_ELIMINADO_Nombre_del_Imputado_acusado_se

ntenciado_procesado_inculpado_[4], por su probable 

participación en el delito de violación; de conformidad con lo 
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señalado con antelación es de DECLARARSE INADMISIBLE EL 

RECURSO DE APELACIÓN interpuesto por el imputado, dentro 

de la causa número JC/374/2022, por notoriamente 

improcedente. 

 

PRECISIÓN DE DOMICILIOS PARA NOTIFICACIÓN 

 

Por consiguiente, comuníquesele la anterior determinación 

al imputado 

[No.11]_ELIMINADO_Nombre_del_Imputado_acusado_sen

tenciado_procesado_inculpado_[4], en el área de locutorios del 

Centro de Reinserción Social “Morelos”, con residencia en 

Atlacholoaya, Xochitepec, Morelos, al advertirse de autos, que se 

encuentra en prisión preventiva en dicho centro; habilitándose para 

ello, al notificador de la adscripción para que se constituya en dicho 

centro de reinserción. 

 

A los defensores particulares 

[No.12]_ELIMINADO_Nombre_del_Defensor_Particular_[9] 

Y 

[No.13]_ELIMINADO_Nombre_del_Defensor_Particular_[9]

, la presente determinación, en el domicilio ubicado en 

[No.14]_ELIMINADO_el_domicilio_[27], así como por los medios 

especiales de notificación consistentes en WhatsApp 

[No.15]_ELIMINADO_el_Número_de_Teléfono_[28] y 

[No.16]_ELIMINADO_el_Número_de_Teléfono_[28], o el correo 

electrónico jerza86_@hotmail.es, acorde a lo precisado en el escrito 

recursal; de cuyo texto se desprende la autorización de los 

profesionistas por parte del imputado. 

 

A la víctima de iniciales reservadas 

[No.17]_ELIMINADO_Nombre_de_la_víctima_ofendido_[14

], y, a sus asesores particulares 

[No.18]_ELIMINADO_Nombre_del_Asesor_Jurídico_Particul



 

 

ar_[10] y 

[No.19]_ELIMINADO_Nombre_del_Asesor_Jurídico_Particul

ar_[10], en el domicilio ubicado en 

[No.20]_ELIMINADO_el_domicilio_[27], así como por los medios 

especiales de notificación consistentes en WhatsApp 

[No.21]_ELIMINADO_el_Número_de_Teléfono_[28] y 

[No.22]_ELIMINADO_el_Número_de_Teléfono_[28], o el correo 

electrónico lic.omarvega77@gmail.com, acorde a lo precisado en el 

escrito de cuenta 8892, mediante el cual dio contestación a los 

agravios esgrimidos por el recurrente; de cuyo texto se desprende la 

autorización de los profesionistas en el cual, los menciona como sus 

defensores particulares. 

 

A la Ministerio Público Licenciada DIANA FLORES 

SEGURA, adscrita a la Fiscalía de Delitos Sexuales de la Fiscalía 

General del Estado de Morelos, en el domicilio ubicado en Ard, 

Boulevard Apatlaco 165, Campo Del Rayo, Código Postal 62590 

Temixco, Morelos; y como medio especial de notificación el número 

telefónico 7775647089. 

 

Lo anterior de conformidad con lo dispuesto por los 

artículos 51, 52 y 57 del Código de Procedimientos Penales del 

Estado, aplicable al presente asunto. 

 

Remítasele con oportunidad, copia autorizada de la 

presente ejecutoria, al Juez de Especializado de Control del Único 

Distrito Judicial del Estado con sede en Xochitepec, Morelos, 

Alejandro Becerra Arroyo, así como al administrador de causas, 

para su conocimiento y efectos legales conducentes. Y una vez 

concluido lo anterior, archívese el presente Toca como asunto 

totalmente concluido. 

 

Determinación que se dicta sin que se considere necesario 

llamar a audiencia pública a las partes, por no ser una cuestión que 
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deba ser sometida a debate y conforme a las facultades de que goza 

este Tribunal. 

 

NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE. - Así lo resolvieron y 

firman los Magistrados que integran la Segunda Sala del Primer 

Circuito Judicial del H. Tribunal Superior de Justicia del Estado, 

Maestra en Derecho GUILLERMINA JIMÉNEZ SERAFÍN 

Integrante y Ponente en el presente asunto; la Maestra MARÍA 

DEL CARMEN AQUINO CELIS Integrante; y el Maestro en 

Derecho CARLOS IVÁN ARENAS ÁNGELES, Presidente de la 

Sala. - CONSTE. - 



 

 

FUNDAMENTACION LEGAL 

 

No.1 

ELIMINADO_Nombre_del_Imputado_acusado_sentenciado_procesado_inculp

ado en 1 renglon(es) Por ser un dato identificativo de conformidad con los 

artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la 

Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos 

en relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de 

Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.2 

ELIMINADO_Nombre_del_Imputado_acusado_sentenciado_procesado_inculp

ado en 1 renglon(es) Por ser un dato identificativo de conformidad con los 

artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la 

Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos 

en relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de 

Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.3 ELIMINADO_Nombre_de_la_víctima_ofendido en 1 renglon(es) Por ser 

un dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 

segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 

fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 

3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 

fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de 

Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.4 

ELIMINADO_Nombre_del_Imputado_acusado_sentenciado_procesado_inculp

ado en 1 renglon(es) Por ser un dato identificativo de conformidad con los 

artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la 

Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos 

en relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de 

Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.5 

ELIMINADO_Nombre_del_Imputado_acusado_sentenciado_procesado_inculp

ado en 1 renglon(es) Por ser un dato identificativo de conformidad con los 

artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la 

Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos 

en relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de 

Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.6 

ELIMINADO_Nombre_del_Imputado_acusado_sentenciado_procesado_inculp

ado en 1 renglon(es) Por ser un dato identificativo de conformidad con los 

artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la 

Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos 
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en relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de 

Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.7 

ELIMINADO_Nombre_del_Imputado_acusado_sentenciado_procesado_inculp

ado en 1 renglon(es) Por ser un dato identificativo de conformidad con los 

artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la 

Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos 

en relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de 

Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.8 

ELIMINADO_Nombre_del_Imputado_acusado_sentenciado_procesado_inculp

ado en 1 renglon(es) Por ser un dato identificativo de conformidad con los 

artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la 

Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos 

en relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de 

Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.9 

ELIMINADO_Nombre_del_Imputado_acusado_sentenciado_procesado_inculp

ado en 1 renglon(es) Por ser un dato identificativo de conformidad con los 

artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la 

Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos 

en relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de 

Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.10 

ELIMINADO_Nombre_del_Imputado_acusado_sentenciado_procesado_inculp

ado en 1 renglon(es) Por ser un dato identificativo de conformidad con los 

artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la 

Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos 

en relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de 

Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.11 

ELIMINADO_Nombre_del_Imputado_acusado_sentenciado_procesado_inculp

ado en 1 renglon(es) Por ser un dato identificativo de conformidad con los 

artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la 

Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos 

en relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de 

Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.12 ELIMINADO_Nombre_del_Defensor_Particular en 1 renglon(es) Por 

ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción 

II 16 segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 

de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y 



 

 

Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los 

ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en 

Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.13 ELIMINADO_Nombre_del_Defensor_Particular en 1 renglon(es) Por 

ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción 

II 16 segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 

de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los 

ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en 

Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.14 ELIMINADO_el_domicilio en 2 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 

segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 

fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 

3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 

fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de 

Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.15 ELIMINADO_el_Número_de_Teléfono en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 

segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 

fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 

3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 

fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de 

Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.16 ELIMINADO_el_Número_de_Teléfono en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 

segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 

fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 

3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 

fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de 

Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.17 ELIMINADO_Nombre_de_la_víctima_ofendido en 1 renglon(es) Por 

ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción 

II 16 segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 

de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los 

ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en 

Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.18 ELIMINADO_Nombre_del_Asesor_Jurídico_Particular en 1 renglon(es) 

Por ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A 

fracción II 16 segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en 

relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de 

Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 
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H. TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA 

No.19 ELIMINADO_Nombre_del_Asesor_Jurídico_Particular en 1 renglon(es) 

Por ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A 

fracción II 16 segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en 

relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de 

Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.20 ELIMINADO_el_domicilio en 2 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 

segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 

fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 

3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 

fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de 

Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.21 ELIMINADO_el_Número_de_Teléfono en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 

segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 

fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 

3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 

fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de 

Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.22 ELIMINADO_el_Número_de_Teléfono en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 

segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 

fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 

3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 

fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de 

Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 


